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I.    Disposiciones generales

MINISTERIO 
DE ASUNTOS EXTERIORES 

Y DE COOPERACIÓN
 15158 PROTOCOLO modificativo del Convenio de 

extradición de 23 de julio de 1892 entre el 
Reino de España y la República de Colombia, 
hecho «ad referendum» en Madrid el 16 de 
marzo de 1999.

PROTOCOLO MODIFICATIVO DEL CONVENIO DE EXTRA-
DICIÓN DE 23 DE JULIO DE 1892 ENTRE EL REINO DE 

ESPAÑA Y LA REPÚBLICA DE COLOMBIA

El Reino de España
y
la República de Colombia,
Deseosos de fortalecer la cooperación judicial que en 

materia penal han desarrollado durante más de un siglo 
de cordiales y fructíferas relaciones bilaterales;

Atendiendo al desarrollo satisfactorio que ha tenido 
durante su vigencia el Convenio de Extradición entre el 
Reino de España y la República de Colombia firmado el 23 
de julio de 1892 y su adición mediante canje de notas del 19 
de septiembre de 1991;

Conscientes de la importancia que tiene para los dos 
países la cooperación para la persecución y represión de 
la delincuencia transnacional;

Preocupados por la necesaria actualización del Conve-
nio de Extradición vigente, con el fin de adaptarlo a las 
necesidades que demandan las circunstancias del pre-
sente;

Convencidos de que todas estas medidas contribuyen 
al fortalecimiento de las relaciones bilaterales entre los 
dos países;

Han acordado suscribir el presente Protocolo modifi-
cativo del Convenio de Extradición firmado por los dos 
paises en Bogotá el 23 de julio de 1892, en los términos 
que se expresan a continuación:

ARTÍCULO PRIMERO
I. El artículo tercero (3.º) del Convenio quedará 

redactado del siguiente modo:
«Artículo 3.º

La extradición procederá con respecto a las per-
sonas a quienes las autoridades judiciales de la 
Parte requirente persiguieren por algún delito o 
buscaren para la ejecución de una pena privativa 
de libertad no inferior a un (1) año. A este efecto, 
será indiferente el que las leyes de las Partes clasifi-

quen o no al delito en la misma categoría de delitos o 
usen la misma o distinta terminología para desig-
narlo.

El juzgamiento o enjuiciamiento de las personas 
solicitadas en extradición se realizará siempre, de 
conformidad con los procedimientos establecidos 
por la Ley interna del Estado requirente.»

II. El artículo décimo (10.º) del Convenio quedará 
redactado del siguiente modo:

«Artículo 10.º
Si la extradición fuere solicitada concurrente-

mente por varios Estados, bien por el mismo hecho o 
por hechos diferentes, la Parte requerida resolverá 
teniendo en cuenta todas las circunstancias y espe-
cialmente la gravedad relativa y lugar de los delitos, 
las respectivas fechas de las solicitudes, la nacionali-
dad de la persona reclamada y la posibilidad de una 
ulterior extradición a otro Estado.»

III. El artículo decimoquinto (15.º) del Convenio que-
dará redactado del siguiente modo:

«Artículo 15.º
Cuando el delito por el que se solicita la extradi-

ción sea punible con pena de muerte con arreglo a las 
leyes del Estado requirente, y las leyes del Estado 
requerido no permitan la imposición de tal sanción, 
se rehusará la extradición, a menos que, antes de 
concederse la extradición, el Estado requirente 
garantice a satisfacción del Estado requerido que no 
impondrá tal pena.»

ARTÍCULO SEGUNDO

Los documentos presentados con las solicitudes de 
extradición que por vía diplomática se tramiten, en virtud 
del Convenio de Extradición suscrito entre los dos países, 
estarán exentos del requisito de legalización.

ARTÍCULO TERCERO

El presente Protocolo entrará en vigor sesenta (60) días 
después de la última notificación, por vía diplomática, en 
que las Partes se comuniquen el cumplimiento de los 
requisitos exigidos por su legislación interna para su 
entrada en vigor, y tendrá la misma vigencia que el Conve-
nio de Extradición del cual forma parte.

Hecho en Madrid el dieciséis (16) de marzo de mil nove-
cientos noventa y nueve (1999), en dos ejemplares en 
idioma español, siendo ambos textos igualmente auténti-
cos. 

Por el Reino de España «A.R.» Por la República de Colombia

Fernando Villalonga, Guillermo Fernández de Soto,

Secretario de Estado 
para la Cooperación Internacional 

y para Iberoamérica

Ministro de Relaciones Exteriores
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 El presente Protocolo modificativo entra en vigor 
el 17 de septiembre de 2005, sesenta días después de la 
última notificación entre las Partes del cumplimiento de 
los requisitos internos, según se establece en su artículo 
tercero.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 1 de septiembre de 2005.–El Secretario Gene-

ral Técnico, Francisco Fernández Fábregas. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 15159 RESOLUCIÓN de 23 de agosto de 2005, de la 
Dirección General de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, por la que se regula 
la presentación de determinados documentos 
electrónicos en el registro telemático general de 
la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

La Agencia Estatal de Administración Tributaria viene 
desarrollando de forma continuada importantes esfuer-
zos tendentes a la generalización de las técnicas y medios 
electrónicos, informáticos y telemáticos para el desarrollo 
de sus fines.

La Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributa-
ria, señala en su artículo 96 (BOE del 18): «La Administra-
ción Tributaria promoverá la utilización de las técnicas y 
medios electrónicos, informáticos y telemáticos necesa-
rios para el desarrollo de su actividad y el ejercicio de sus 
competencias, con las limitaciones que la Constitución y 
las leyes establezcan». En este sentido, en el ámbito tri-
butario se contempla lo establecido en el artículo 45 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común (BOE del 27) que dispone que las Admi-
nistraciones Públicas impulsarán el empleo y aplicación 
de técnicas y medios telemáticos para el desarrollo de su 
actividad y el ejercicio de sus competencias, posibilitán-
dose de igual forma que los ciudadanos, cuando sea 
compatible con los medios técnicos disponibles, puedan 
relacionarse con las Administraciones a través de técni-
cas y medios electrónicos e informáticos, siempre aten-
diendo a los requisitos y garantías previstos en cada 
procedimiento. El apartado 4 del citado artículo establece 
que los programas y aplicaciones electrónicos, informáti-
cos y telemáticos que vayan a ser utilizados por las Admi-
nistraciones Públicas para el ejercicio de sus potestades, 
habrán de ser previamente aprobados por el órgano 
competente, quien deberá difundir públicamente sus 
características.

El Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero (BOE 
del 29) regula la utilización de técnicas electrónicas, 
informáticas y telemáticas por la Administración General 
del Estado, resultando de aplicación a las entidades de 
Derecho Público vinculadas o dependientes de aquélla 
cuando ejerzan potestades administrativas, en el ejerci-
cio de sus competencias y en el desarrollo de sus activi-
dades, así como en sus relaciones internas o externas. En 
particular, el artículo 4 admite su utilización en la inicia-
ción, tramitación y terminación de los procedimientos 
administrativos, disponiendo sus artículos 5 y 9 que los 
programas y aplicaciones que efectúen tratamiento de 
información cuyo resultado sea utilizado para el ejercicio 
por los órganos y entidades del ámbito de la Administra-
ción General del Estado, de las potestades que tiene atri-

buidas, deberán ser objeto de aprobación y difusión 
pública, mediante resolución del órgano administrativo 
que tenga atribuida la competencia para resolver el pro-
cedimiento, siendo objeto de publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

De modo más específico, el Real Decreto 772/1999, 
de 7 de mayo (BOE del 28) por el que se regula la presen-
tación de solicitudes, escritos y comunicaciones ante la 
Administración General del Estado, la expedición de 
copias de documentos y devolución de originales y el 
régimen de las oficinas de registro, admite expresamente 
la presentación de solicitudes, escritos, documentos y 
comunicaciones por medios informáticos, electrónicos o 
telemáticos.

Mediante Resolución de 23 de julio de 2002, de la Pre-
sidencia de la Agencia Estatal de Administración Tributa-
ria (BOE de 29 de agosto) se procedió a crear el Registro 
Telemático General para la presentación de documentos 
electrónicos relativos a procedimientos y trámites admi-
nistrativos de competencia de la Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria.

Posteriormente, el Real Decreto 209/2003, de 21 de 
febrero (BOE del 28) por el que se regulan los registros y 
las notificaciones telemáticas, así como la utilización de 
medios telemáticos para la sustitución de la aportación de 
certificados por los ciudadanos, incorpora un capítulo VI 
al Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo, por el que se 
regulan los registros telemáticos y establece el contenido 
mínimo que deben contener las disposiciones de creación 
de los mismos. Por ello, la Resolución de 3 de junio 
de 2005, de la Presidencia de la Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria, por la que se regulan Registros Tele-
máticos (BOE de 15 de junio) sustituye a la ya citada 
Resolución de 23 de julio de 2002 para adaptar su conte-
nido a lo dispuesto en el Real Decreto 209/2003, de 21 de 
febrero.

Por otra parte, la Dirección General de la Agencia Esta-
tal de Administración Tributaria aprobó la Resolución 
de 18 de enero de 2005, por la que se regula el registro y 
gestión de apoderamientos y el registro y gestión de las 
sucesiones y de las representaciones legales de incapaci-
tados, para la realización de trámites y actuaciones en 
materia tributaria por Internet (BOE 20 de enero), como 
una vía adicional para acercar los beneficios de la presen-
tación telemática a todos los ciudadanos.

Además, la Ley General Tributaria regula en su artícu-
lo 92 la colaboración social en la gestión de los tributos, y 
el Real Decreto 1377/2002, de 20 de diciembre, que desa-
rrolla dicha colaboración social, habilita al Director Gene-
ral de la Agencia Estatal de Administración Tributaria para 
que establezca, mediante resolución, los supuestos y con-
diciones en que las personas y entidades incluidas en el 
ámbito de la colaboración social podrán presentar por 
medios telemáticos cualquier otra documentación de 
carácter tributario distinta de las declaraciones, comuni-
caciones, declaraciones-liquidaciones, autoliquidaciones, 
y cualesquiera otros documentos exigidos por la norma-
tiva tributaria.

En virtud de lo anterior, dispongo:
Primero. Objeto.
1. Esta Resolución tiene por objeto la regulación de 

la presentación de determinados documentos electróni-
cos a través de Internet en el Registro Telemático Gene-
ral de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, 
dependiente del Departamento de Informática Tributaria, 
creado por la Resolución de 23 de julio de 2002, de la Pre-
sidencia de la Agencia Estatal de Administración Tributa-
ria y regulado por Resolución de 3 de junio de 2005, de la 
Presidencia de la Agencia Estatal de Administración Tribu-
taria, por la que se regulan Registros Telemáticos.

2. Asimismo, será de aplicación a la presentación de 
documentos electrónicos que contengan información no 


